
                            
 

 
 

        Jujuy, 3 de mayo de 2021 
Consejo superior   
Universidad Nacional de Jujuy 
Provincia de Jujuy, Argentina 
 
Copia a: Sr. Rector 
Lic. Rodolfo Alejandro TECCHI 
 
S. / D. 
 
 
 
Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a efectos de manifestar nuestra preocupación con motivo 
del proceso de formulación, contenido y ejecución del “Convenio específico preliminar entre la 
Universidad Nacional de Jujuy y Jujuy Energía y Minería Sociedad del Estado” suscripto el 23 de 
octubre de 2020 entre Jujuy Energía y Minería Sociedad del Estado y la Universidad Nacional de 
Jujuy, para la realización de un Proyecto de investigación y profundización del conocimiento de 
los recursos hidrogeológicos en la Cuenca endorreica de Salinas Grandes y Laguna de Guayatayoc 
de la provincia de Jujuy. 
 
La cuenca citada se trata de territorio indígena, habitado desde tiempos inmemoriales por 33 
Comunidades indígenas del pueblo Kolla y Atakama, bajo la cosmovisión del Sumak Kawsay” 
(“Buen vivir”), como proceso armonioso de vida comunitaria en plenitud con el territorio.  
Históricamente, estas Comunidades han sufrido persecuciones, despojo de sus tierras y 
explotación de sus recursos naturales, producto del accionar del Estado o bien con su anuencia. 
Del mismo modo, muchos actores productivos, principalmente a través de proyectos extractivos 
de gran escala, han forzado su desplazamiento y han atentado contra su modo de vida. Si bien 
en la actualidad existe una sólida normativa y jurisprudencia que reconoce y ampara los derechos 
específicos de las Comunidades indígenas a la autodeterminación; a la propiedad comunitaria; y 
a la participación, y consulta y obtención del consentimiento libre, previo e informado como 
instancias precursoras y anteriores al desarrollo y adopción de cualquier iniciativa o medida 
susceptible de afectarlas, aún se evidencia un incumplimiento sistemático de estos mandatos 
normativos y un avasallamiento permanente a sus prerrogativas, que los han obligado a adoptar 
un camino de lucha y acción política para la defensa de sus derechos (Art. 75 inc. 17 de la 
Constitución Nacional y Art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, en particular, el Convenio Nº 
169 de la OIT, ratificado por Ley Nº 24.071, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada por Argentina en 2007, la Declaración Americana 



                            
 

sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada en 2016 por Argentina como miembro de 
la OEA; más recientemente, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, ratificado 
por Ley Nº 27.566; y demás normativa concordante en la materia). 
 
En el caso que nos convoca, resulta a todas luces llamativo que tanto el Convenio celebrado, 
como el Proyecto de Investigación que obra como Anexo al Convenio, definan la ejecución de 
diversas actividades en el territorio de la Cuenca, sin hacer mención ni referencia alguna a la 
obligación estatal de realizar un proceso de consulta libre, previo e informado y dar participación 
a las Comunidades Indígenas afectadas, resultando, consecuentemente, manifiestamente 
violatorios de preceptos normativos internacionales, nacionales y supranacionales. Cabe 
destacar, además, que las Comunidades de Salinas Grandes Laguna de Guayatayoc han elaborado 
el Protocolo “Kachi Yupi”, instrumento específico para la aplicación del procedimiento de 
Consulta y obtención del Consentimiento Libre, Previo e Informado, para cualquier actividad, 
acto administrativo, legislativo o decisión relativa a su territorio. Este documento constituye el 
primer protocolo biocultural comunitario en Argentina, y ha sido reconocido por la Defensoría 
del Pueblo de la Nación en 2015, y referido por el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas como 
aporte de las comunidades indígenas al Estado en materia de consulta previa. Sin embargo, este 
Instrumento no ha sido considerado por la Universidad Nacional de Jujuy ni por J.E.M.S.E. para 
la elaboración ni la implementación del Proyecto de Investigación. 
 
Desde su misma génesis, la iniciativa se ha desarrollado en un marco de total ausencia de 
transparencia, teniendo en cuenta que, a los efectos de conocer los términos del Convenio, fue 
necesario presentar un pedido de información pública por Mesa de Entradas del Rectorado de 
vuestra Universidad, en su carácter de firmante del Convenio, con fecha 17/11/20. Una nota de 
igual tenor se presentó ante J.E.M.S.E. en la misma fecha. Ninguno de los consultados ofreció 
respuesta, por lo que, ante su silencio, las Comunidades debieron acudir a la justicia para poder 
obtenerlo. Cabe mencionar que, en oportunidad de formalizar dicha acción judicial, las 
Comunidades expresaron su rechazo a la iniciativa aquí cuestionada, por no haberse brindado la 
información pública requerida en tiempo y forma, y por no haberse dado cumplimiento a la 
realización de los procesos de participación y consulta correspondientes. Es en este marco que, 
nos permitimos recomendarle a vuestro Consejo Superior la adopción de medidas conducentes 
para adecuar el accionar de la Universidad al cumplimiento de la normativa vigente. Por otro 
lado, destacamos como antecedente, que la misma empresa J.E.M.S.E. realizó un llamado a 
licitación a finales del 2018, para la exploración, prospección, exploración y explotación de litio, 
boro y potasio en Salinas Grandes, Laguna Guayatayoc, sin cumplir con las obligaciones 
normativas relativas a los procesos de participación, consulta y obtención del consentimiento. 
 



                            
 

Por otro lado, la complejidad que revisten los estudios necesarios para comprender la dinámica 
hídrica de la zona y la relación entre cuencas y sub-unidades (subcuencas), demanda un delicado 
análisis que debe ser llevado adelante con la mayor imparcialidad posible. En este sentido, 
considerando el expreso y manifiesto interés de J.E.M.S.E. de generar información con el fin de 
promover la actividad minera, resultaría imprescindible involucrar en las actividades de 
investigación a técnicos independientes externos, con el objeto de asegurar que tanto los 
parámetros a medir como los resultados obtenidos puedan enmarcarse en un ámbito de 
objetividad y transparencia ajeno a los intereses del propio gobierno de Jujuy en avanzar hacia la 
explotación. Con este objetivo, debería conformarse un Comité científico – académico que 
participe de las investigaciones que se desarrollen en la Cuenca. La información generada, por su 
parte, dado su naturaleza y los aspectos que involucra, deberá ser pública, objetiva, fidedigna, 
vasta y accesible a todos los interesados. 
 
Es menester señalar que la Universidad Nacional de Jujuy, al igual que todos los actores del sector 
público, tiene el deber de dar cumplimiento con los derechos de los pueblos y comunidades 
indígenas, más aún cuando se trata del derecho a la consulta y participación, deberes 
indelegablemente a cargo del Estado. Por el contrario, en su carácter de entidad nacional debería 
predicar con su ejemplo, para el fortalecimiento del estado de derecho y el respeto a la 
democracia. Actuar en desmedro de tales mandatos, a más de su ilegalidad e ilegitimidad, 
sentaría un dudoso e inconveniente precedente. 
 
Por todo lo expuesto, hacemos un llamado al diálogo con las Autoridades de vuestra Universidad 
para la consideración de las cuestiones vertidas en el presente, así como también instamos al 
respeto de los derechos de las Comunidades, y solicitamos tener a bien, con carácter previo al 
desarrollo de cualquier actividad en la Cuenca, llevar a cabo los procesos de participación, 
consulta y obtención del consentimiento libre, previo e informado, en debido cumplimiento de 
la normativa aplicable en la materia. 
 
Sin otro particular, saludamos atte. 
 
 

Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) 

Equipo Nacional de Pastoral Aborigen (ENDEPA) 

Asociación de Abogados de Derecho Indígena (AADI) 

Amnistía Internacional Argentina 


